
 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE CAROLINA Y FAJARDO 
PANEL IX 

 
JOSÉ CRUZ FERRER 

 
PETICIONARIO 

 
 

v. 
 

DEPARTAMENTO DE 
CORRECCIÓN Y 

REHABILITACIÓN  
 

RECURRIDO 

 
 
 

 
 
 

KLRA201501121 

Revisión 
procedente del 
Departamento de 
Corrección y 
Rehabilitación  
 
Caso Núm.  
B-1599-15 
 
 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Gómez Córdova, el Juez 
Flores García y el Juez Bonilla Ortiz. 

 
Gómez Córdova, Juez Ponente 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de enero de 2016. 

I. Dictamen del que se recurre 

 Compareció ante nosotros el Sr. José Cruz Ferrer (recurrente o 

señor Cruz Ferrer) mediante recurso de revisión judicial para cuestionar 

una determinación del Departamento de Corrección y Rehabilitación 

(Departamento o agencia recurrida) que le fue notificada el 1 de 

septiembre de 2015. Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se confirma el dictamen recurrido. 

II. Base jurisdiccional 

Nuestra autoridad para entender en los méritos de esta 

controversia se deriva del Art. 4.006 (c) de la Ley de la Judicatura del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2003 (Ley Núm. 201-2003, 4 

LPRA sec. 24y (c)), de las Reglas 56 a 67 de Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones (4 LPRA Ap. XXII-B) y de las Secs. 4.1 y 4.2 de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 

1988, según enmendada, 3 LPRA secs. 2171 y 2172).1 

                                                 
1 Las advertencias que se hicieron en la determinación impugnada son defectuosas, toda 
vez que no se orientó al confinado sobre su derecho de recurrir ante nosotros de la 
Respuesta a la Solicitud de Remedio Administrativo. A pesar de ello, el señor Cruz Ferrer 
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III. Trasfondo procesal y fáctico 

 El 7 de agosto de 2015 el señor Cruz Ferrer presentó ante el 

Departamento una Solicitud de Remedio Administrativo. Indicó que faltó a 

una cita médica que tenía pautada porque el Dr. Florentino Figueroa, 

Médico Internista en la Institución Correccional 501 en Bayamón, no lo 

había atendido adecuadamente en el pasado dado que alegadamente 

hizo caso omiso a unos resultados de laboratorio de plaquetas que le 

hicieron al recurrente. Señaló que tal omisión casi le costó la vida y que 

no deseaba ser atendido nuevamente por el doctor Figueroa.  

 Atendida la Solicitud de Remedio Administrativo luego de ser 

consultada con la Dra. Gladys Quiles, Directora de Servicios Clínicos, se 

emitió una Respuesta el 31 de agosto de 2015 la cual fue notificada al 

recurrente el 1 de septiembre de 2015. Se le informó al confinado que él 

había sido atendido mensualmente por el doctor Figueroa y que también 

fue atendido en varias ocasiones por la Dra. Adive Rivera, quien continuó 

con el mismo tratamiento brindado por el doctor Figueroa. Se indicó que 

no existía evidencia de que el recurrente se haya quejado del tratamiento 

brindado por el doctor Figueroa y que además éste es el único médico 

Internista asignado a la Institución Correccional 501, pues la doctora 

Rivera ya no labora en el sistema de salud correccional. También se 

destacó que el doctor Figueroa cumple con todos los requisitos en ley 

para ejercer la profesión de la medicina en Puerto Rico y que cuenta con 

muchos años de experiencia.  

 Inconforme, el señor Cruz Ferrer recurrió ante nosotros mediante el 

recurso que tenemos ante nuestra consideración, en el cual expresó su 

inconformidad con la determinación del Departamento debido a que la 

Respuesta, según redactada por la doctora Quiles, alegadamente 

contiene hechos falsos. Reiteró que el doctor Figueroa pasó por alto unos 

resultados de laboratorio, provocando que no se le brindara tratamiento a 

tiempo para su condición, y solicitó como remedio que se ordenara la 

                                                                                                                                     
acudió ante nosotros dentro del término de 30 días estatutario, por lo que entendemos 
que las advertencias defectuosas no obraron en su contra en este caso particular. 
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remoción del doctor Figueroa o que se reclutara a otro médico en la 

Institución. 

 De otra parte, compareció la Procuradora General y solicitó la 

desestimación del recurso por falta de jurisdicción, debido a que el 

recurrente no presentó una solicitud de reconsideración ante el 

Departamento antes de recurrir ante nosotros. 

 Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes y de copia 

certificada del expediente administrativo, pasamos a resolver conforme al 

derecho aplicable expuesto a continuación.  

IV. Derecho aplicable 

A. Estándar de revisión judicial 

Es norma reiterada que “las decisiones de las agencias 

administrativas gozan de la mayor deferencia por los tribunales”. 

Camacho Torres v. AAFET, 168 DPR 66, 91 (2006)2; The Sembler Co. v. 

Mun. de Carolina, 185 DPR 800 (2012). Esta norma de deferencia va 

unida a la presunción de corrección y legalidad que cobijan a las 

determinaciones administrativas, por lo que éstas habrán de sostenerse 

hasta que convincentemente se pruebe lo contrario. López Borges v. 

Adm. de Corrección, 185 DPR 603 (2012). Es decir, tal presunción de 

corrección únicamente puede ser derrotada cuando la parte que las 

impugne presente evidencia suficiente de que la determinación tomada 

fue incorrecta. IFCO Recycling v. Aut. Desp. Sólidos, 184 DPR 712, 744 

(2012); Pereira Suárez v. Jta. Dir Cond., 182 DPR 485, 511 (2011)3; Com. 

Seg. v. Real Legacy Assurance, 179 DPR 692, 717 (2010).  

Si de nuestro análisis trasciende que las determinaciones de hecho 

formuladas por una agencia administrativa están sostenidas por evidencia 

sustancial que obra en el expediente administrativo, no procede la 

intervención de los tribunales apelativos. The Sembler Co. v. Mun. de 

Carolina, supra; Asoc. Vec. H. San Jorge v. U. Med. Corp., 150 DPR 70, 

                                                 
2 Citando a Rivera Concepción v. A.R.Pe., 152 DPR 116 (2000); Fac. C. Soc. Aplicadas, Inc. 
v. C.E.S., 133 DPR 521 (1993).   
3 Citando a Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 727 (2005); Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 
78 (2004); Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409, 431 (2003). 
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75 (2000)4; Vázquez Cintrón v. Banco Desarrollo, 171 DPR 1, 25 (2007); 

Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 940 (2010). De 

otro lado, si bien las conclusiones de derecho podrán ser revisadas en 

todos sus aspectos, ello no equivale a prescindir libremente de las 

conclusiones de derecho formuladas por la agencia. The Sembler Co. v. 

Mun. de Carolina, supra; Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, supra, 

pág. 941. Por consiguiente, nuestra revisión ha de limitarse a determinar 

si la agencia actuó de manera arbitraria, ilegal o irrazonable. IFCO 

Recycling v. Aut. Desp. Sólidos, 184 DPR 712, 744 (2012); Pereira 

Suárez v. Jta. Dir Cond., 182 DPR 485, 511 (2011)5; Com. Seg. v. Real 

Legacy Assurance, 179 DPR 692, 717 (2010) Íd.; Federation Des Ind. v. 

Ebel, 172 DPR 615, 648 (2007). 

B. Reglamento 8583 

El Reglamento Núm. 8583 de 4 de mayo de 2015, mejor conocido 

como el “Reglamento para atender las solicitudes de remedios 

administrativos radicadas por los miembros de la población correccional 

(Reglamento 8583)”, emitido según las disposiciones de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 

1988, según enmendada, en adelante LPAU), establece el procedimiento 

administrativo correspondiente a las solicitudes de remedios 

administrativos presentadas por los miembros de la población 

correccional. Dicho Reglamento dispone que el miembro de la población 

correccional que esté inconforme con una respuesta emitida por la 

División de Remedios Administrativos tendrá 20 días calendario, contados 

a partir del recibo de la notificación de la respuesta, para presentar una 

moción de reconsideración. Regla XIV (1), Reglamento 8583. Tal Regla 

también establece que el Coordinador Regional contará con 30 días 

laborables, contados desde el recibo de la solicitud de reconsideración, 

para emitir su respuesta, salvo exista justa causa para la demora. Íd. La 

                                                 
4 Citando a Misión Ind. P.R. v. J.C.A., 145 DPR 908 (1998); Fac. C. Soc. Aplicadas, Inc. v. 
C.E.S., 133 DPR 521 (1998).  
5 Citando a Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 727 (2005); Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 
78 (2004); Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409, 431 (2003). 
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Regla establece que la presentación de una moción de reconsideración 

es un requisito jurisdiccional previo a instarse un recurso de revisión 

judicial. Esto, según veremos, es contrario a lo establecido por la LPAU. 

Por otra parte, la Regla XV dispone que una vez resuelta una moción de 

reconsideración, el miembro de la población correccional que esté 

inconforme con la resolución en reconsideración podrá, dentro de un 

término de 30 días calendarios, contados a partir de la fecha de archivo 

de la notificación, acudir mediante un recurso de revisión judicial ante este 

Tribunal de Apelaciones. Regla XV, Reglamento 8583. 

Como adelantamos, el requisito jurisdiccional de la presentación de 

una moción de reconsideración previo a incoarse un recurso de revisión 

judicial es contrario a las disposiciones de la LPAU. En lo pertinente, la 

Sección 3.15 del referido estatuto dispone que una parte adversamente 

afectada por una determinación de una agencia administrativa puede 

solicitar la reconsideración dentro del término jurisdiccional de 20 días 

contados a partir del archivo en autos de tal dictamen. 3 LPRA sec. 2165. 

La precitada sección establece además que una vez se presenta una 

oportuna moción de reconsideración, la agencia tendrá 15 días para 

actuar. Si la agencia rechaza de plano la solicitud de reconsideración o no 

actúa dentro de ese plazo, el término para solicitar la revisión judicial 

comenzará a transcurrir una vez expire el plazo de los 15 días. Íd. Si la 

agencia, en cambio, decide tomar alguna acción sobre la moción de 

reconsideración, se activarán los otros términos prescritos en la sección 

para estos casos. Si bien el término para presentar la moción es 

jurisdiccional, como veremos más adelante, la presentación de la moción 

no es un requisito jurisdiccional que condicione el derecho de presentar 

un recurso de revisión judicial.  

De lo anterior se deriva de forma clara que la presentación de 

una moción de reconsideración ante una resolución u orden final de 

una agencia es opcional, puesto que la parte adversamente afectada 

por el dictamen puede optar por presentar una solicitud de revisión 
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judicial ante este Tribunal dentro del plazo de 30 días contado a 

partir de la fecha del archivo en autos de la copia de la notificación 

de la determinación. Sec. 4.2 de la LPAU (3 LPRA sec. 2172). 

Enfatizamos que la presentación de una moción de reconsideración antes 

de recurrir en revisión judicial ya no es mandatoria en virtud de la Ley 

Núm. 247-1995, que enmendó la LPAU a tales fines. Véase también 

Aponte v. Policía de P.R., 142 DPR 75, 80-81 (1996).  

En reiteradas ocasiones el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

establecido que la LPAU fue promulgada con el fin de disponer 

uniformidad y un cuerpo de reglas mínimas para gobernar de manera 

uniforme los procesos de adjudicación y reglamentación en la 

administración pública. En consideración a la uniformidad que se procuró 

promover, la LPAU sustituyó los procedimientos de las agencias que 

sean incompatibles con sus preceptos y ordenó el manejo de los asuntos 

administrativos de manera consistente con sus disposiciones. Asoc. de 

Dueños de Casas Parguera, Inc. v. Junta de Planificación, 148 DPR 307 

(1999); Pagán Ramos v. F.S.E., 129 DPR 888 (1992); Hernández v. 

Golden Tower Corp., 125 DPR 744 (1990). Es decir, las disposiciones de 

la LPAU prevalecen sobre toda disposición legal relativa a una agencia 

que sea contraria. Perfect Cleaning v. Cardiovascular, 162 DPR 745, 757 

(2004). Igualmente, las agencias a las que le sean de aplicación la LPAU 

carecen de autoridad para adoptar reglamentación que imponga 

requisitos adicionales o más restrictivos a los establecidos por la 

LPAU, incluidos aquellos asuntos relacionados con la revisión 

judicial. Vistas Health Care v. Hospicio la Fe y Esperanza, 190 DPR 56 

(2014). En iguales términos se expresó el Tribunal Supremo en Asoc. 

Cond. v. Meadows Dev., 190 DPR 843 (2014).  

Las disposiciones del Reglamento 8583, a pesar de ser de reciente 

aprobación y a pesar de que este Tribunal ha reiterado el mismo asunto 

en numerosas ocasiones en cuanto a reglamentos anteriores, no son 

cónsonas con lo establecido por la LPAU. Consecuentemente, las 
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disposiciones de la LPAU prevalecen en la interpretación del proceso 

llevado a cabo ante el Departamento.  

V. Aplicación del derecho a los hechos del caso 

 Como mencionamos, le corresponde a la parte promovente 

establecer con evidencia suficiente que la agencia recurrida erró en tomar 

su decisión, pues de ordinario procede respetar la determinación 

administrativa. En este caso, el señor Cruz Ferrer se limitó a alegar que el 

tratamiento brindado por el doctor Figueroa fue inadecuado y que pasó 

por alto unos resultados de laboratorio, lo cual puso al recurrente en un 

estado de riesgo. Sin embargo, éste no acompañó evidencia alguna del 

tratamiento inadecuado alegado como tampoco produjo una certificación 

de otro médico con respecto al dicho tratamiento, a pesar de que en su 

recurso alegó que fue atendido de emergencia por otro doctor y que éste 

alegadamente le expresó que la omisión de tomar en cuenta sus 

resultados de laboratorio fue negligente. Ello tampoco surge del 

expediente. Aparte de ello, el Departamento en su respuesta orientó al 

señor Cruz Ferrer que la Institución actualmente sólo cuenta con un 

médico Internista. 

 Cabe destacar que aunque tenemos la facultad para revisar una 

determinación administrativa, no poseemos autoridad en ley para 

ordenarle a una agencia del ejecutivo que prescinda de los servicios de 

su personal, como lo es en este caso el doctor Figueroa, como tampoco 

para requerirle que reclute más médicos. Nuestra revisión se limita a 

determinar si la agencia recurrida atendió la solicitud del señor Cruz 

Ferrer de forma apropiada. Concluimos, en efecto, que el Departamento 

investigó la petición conforme al Reglamento y produjo una respuesta 

adecuada, informándole al confinado de la situación actual de la 

Institución. El señor Cruz Ferrer indicó que los datos contenidos en la 

respuesta eran falsos, pero no acreditó de forma alguna que así fuera. 

Procede, pues, confirmar la determinación recurrida. 
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 Aunque lo anterior dispone totalmente del presente recurso, es de 

suma importancia realizar unas últimas expresiones. Hemos observado 

que la Procuradora General en diversas ocasiones, incluyendo ésta, 

solicita la desestimación del recurso por falta de jurisdicción amparándose 

en que el confinado no solicitó la reconsideración antes de presentar un 

recurso de revisión judicial. Como hemos indicado en innumerables 

ocasiones, si bien el Reglamento 8583 equivocadamente exige la 

presentación de una moción de reconsideración como requisito 

jurisdiccional previo a la presentación de un recurso de revisión judicial, la 

LPAU y su jurisprudencia interpretativa diáfanamente establecen que la 

presentación de una solicitud de reconsideración es opcional.   

 La posición que reiteradamente insiste la Procuradora General 

en asumir sobre este tema, la cual es contradictoria a las decisiones 

de este foro y contraria a la legislación y su interpretación por el más 

alto foro, rayan en lo impermisible. Esperamos que en lo sucesivo la 

Procuradora General desista de asumir tal postura. No procede la 

desestimación del recurso, según insiste la Procuradora General, 

pues no es requisito jurisdiccional la presentación de una moción de 

reconsideración previa a acudir ante este foro mediante revisión 

judicial.  

VI. Disposición del caso 

 Por los fundamentos antes expuestos, se confirma el dictamen 

recurrido.  

 Notifíquese a las partes y al Departamento de Corrección y 

Rehabilitación.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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